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Resumen: En la Declaración Universal de Derechos Humanos, la fundación de los derechos humanos, 
el texto y la historia de negociaciones respecto al ‘‘derecho a la vida’’ expone explícitamente los derechos 
humanos a partir del nacimiento. Asimismo, otros tratados internacionales y regionales de derechos hu-
manos, tal como fueron redactados o posteriormente interpretados, rechazan las afirmaciones de que 
los derechos humanos son vigentes a partir de la concepción o cualquier momento antes del nacimiento. 
Además, reconocen que el derecho de las mujeres a la vida y otros derechos humanos están en juego don-
de existen leyes restrictivas de aborto. En este artículo se examina el Pacto Internacional de Derechos Civi-
les y Políticos, la Convención sobre los Derechos del Niño, la Convención sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer, la Convención Europea para la Protección de los Derechos Hu-
manos y de las Libertades Fundamentales, los Acuerdos Interamericanos de Derechos Humanos y la Carta 
Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos. Nadie tiene el derecho de subordinar a otra persona de la 
manera en que el embarazo no deseado subordina a la mujer y la obliga a arriesgar su salud y su vida para 
salvar el feto que lleva. Por tanto, al insistir que la maternidad sea voluntaria, las mujeres exigen control 
mínimo sobre su propio destino como seres humanos. Desde el punto de vista de los derechos humanos, 
el alejarse de la maternidad voluntaria impondría sobre las mujeres una forma extrema de discriminación 
y trabajo forzado. ©  2011 edición en español, 2005 edición en inglés, Reproductive Health Matters. 
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DURANTE la Conferencia Internacional so-
bre la Población y el Desarrollo (CIPD) ce-
lebrada en El Cairo en 1994, la delegación 

del Estado Vaticano propuso que se incluyera el 
“derecho a la vida” entre los principios rectores 
del Programa de Acción, aunque nunca presen-
tó formalmente a negociación la posición de que 
debían reconocerse derechos humanos al feto. 
Dado que las fuerzas anti-aborto se habían apro-
piado de manera tan inadecuada del lenguaje del 
derecho a la vida, era de esperarse que el Comité 
de la Mujer de la CIPD, compuesto por miembros 
de ONG de todo el mundo, tuviera serias dudas 

frente a dicho concepto. Al mismo tiempo, resul-
taba importante no ceder el “derecho a la vida” 
a los grupos de derecha, sino lograr el reconoci-
miento internacional de que el derecho a la vida 
de las mujeres se encontraba en riesgo cuando la 
salud y los derechos reproductivos eran denega-
dos de manera general, y en particular, cuando 
las mujeres eran privadas del acceso a un aborto 
legal y seguro.1–3

El impase se resolvió con la inclusión de la his-
tórica frase inicial del artículo 1 de la Declara-
ción Universal de Derechos Humanos (DUDH), el 
fundamento del derecho internacional de los de-
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rechos humanos, al inicio del capítulo sobre los 
Principios del Programa de Acción de la CIPD, 
que establece lo siguiente:

“Todos los seres humanos nacen libres e iguales 
en dignidad y derechos. Toda persona tiene los 
derechos y las libertades proclamados en la De-
claración  Universal de Derechos Humanos, sin 
distinción alguna por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión, opinión política o de otra índole, 
origen nacional o social, posición económica, na-
cimiento o cualquier otra condición. Toda persona 
tiene derecho a la vida, a la libertad y la seguridad 
personal.”4 (énfasis nuestro)

Esta formulación, que reconoce los derechos hu-
manos a partir del nacimiento, fue aceptada casi 
unánimemente, siendo objetada sólo por una pe-
queña minoría de Estados.5* El reconocimiento 
de los derechos humanos como fundamento de 
las políticas de población y desarrollo fue un ob-
jetivo básico del Comité de la Mujer. El mismo 
concepto sirvió también de base para capítulos 
posteriores del Programa de la CIPD, tales como 
el capítulo IV sobre igualdad de género, equidad 
y empoderamiento de las mujeres y el capítulo 
VII sobre la salud y los derechos  reproductivos.4 
También representó un significativo avance res-
pecto del ambiguo reconocimiento internacional 
de las Conferencias Mundiales de Población de 
1974 y 1984 en cuanto a que “… las parejas y 
los individuos tienen el derecho de decidir libre 
y responsablemente el número y espaciamiento 
de sus hijos y de disponer de la información, la 
educación y los medios necesarios para hacer-
lo.”6 El amplio y decisivo reconocimiento de los 
derechos humanos en el Programa de El Cairo 
resultó también un antídoto fundamental para el 
rol explícito, aunque literalmente subordinado, 
otorgado a la soberanía y al relativismo cultural 
en el primer párrafo del capítulo sobre los Princi-
pios, que enfatizaba la soberanía del Estado en la 
implementación del Programa y el “pleno respeto 
de los diversos valores religiosos, éticos y cultu-
rales de su pueblo, […] de forma compatible con 

los derechos humanos internacionales universal-
mente reconocidos” (cap.1, párr.1.11).4

Recientemente, la defensa del “derecho a la 
vida” fetal ha surgido en el marco de diversos 
esfuerzos por invalidar o socavar leyes a favor 
del aborto en varios Estados. El Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos recibió una demanda en la 
que se le solicitaba ordenar a Francia procesar a 
un médico por el delito de homicidio negligente 
respecto de una atención prenatal que requirió 
el aborto de una gestación deseada. El Tribunal 
Europeo rechazó la demanda.7 Parlamentarios 
conservadores en Eslovaquia –luego de perder 
la batalla legislativa- intentan que el Tribunal 
Constitucional de ese país emita una resolución 
que establezca que la autorización del aborto du-
rante y con posterioridad al primer trimestre, en 
caso que la continuación del embarazo ponga en 
riesgo la vida de la mujer, es contraria al presun-
to derecho a la vida del feto. Su posición se basa 
no sólo en una interpretación distorsionada de 
la Constitución de Eslovaquia, sino también en 
la afirmación de que el Convenio Europeo para 
la Protección de los Derechos Humanos (CEDH) y 
el derecho internacional no excluyen el recono-
cimiento de los derechos del feto. Activistas de 
derechos reproductivos en otros países han ex-
presado también su preocupación por el hecho de 
que la pretendida reivindicación de los derechos 
fetales viene siendo utilizada para evitar la libe-
ralización de las leyes abortivas e inclusive para 
cuestionarlas en su totalidad. 

Lo anterior muestra la necesidad de examinar 
la historia del reconocimiento explícito de los 
derechos humanos a partir del nacimiento que 
hacen la Declaración Universal de Derechos Hu-
manos y otras fuentes internacionales vincula-
das al derecho a la vida, y de estar preparados 
para brindar esta información a los tribunales y 
asambleas legislativas que enfrentan este tipo de 
demandas. Por esta razón, el Centro de Derechos 
Reproductivos, el International Women’s Human 
Rights Law Clinic de la Escuela de Leyes del City 
University of New York y Pro-Choice Eslovaquia 
trabajaron conjuntamente en la preparación de 
“comentarios” que fueron presentados como un 
amicus curiae (amigo de la corte) ante la Corte 
Constitucional de Eslovaquia. Los “comentarios” 
defienden la legislación a favor del aborto to-
mando como base la inadmisibilidad del otorga-
miento de derechos al feto y el reconocimiento 
del derecho de las mujeres al aborto utilizando 

* Con respecto al Principio 1, Argentina respaldó verbalmente 
la reserva presentada por El Salvador afirmando que la vida 
debe ser protegida desde el momento de la concepción (párr. 
21). Guatemala presentó una declaración por escrito afirmando 
también que la vida existe desde el momento de la concepción 
(párr. 26).5
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diversos argumentos de derechos humanos. Los 
“comentarios” estarán disponibles pronto en In-
ternet y podrán ser utilizados para enfrentar re-
tos similares. 

Este artículo resumirá los puntos que han sido 
incluidos en los “comentarios” con respecto al re-
chazo de la reivindicación del derecho a la vida 
del feto, tanto en la historia de la negociación de 
los textos fundamentales sobre derechos humanos 
como en la forma en que éstos han sido poste-
riormente interpretados. En las conclusiones plan-
teamos que la respuesta más contundente frente 
a la reivindicación de los derechos fetales es la 
amplitud de derechos humanos de las mujeres que 
se pondría en juego allí donde se pretenda aceptar 
una demanda por los derechos del feto.

Instrumentos internacionales

La Declaración Universal de Derechos 
Humanos
El artículo 1 de la Declaración Universal de De-
rechos Humanos se inicia con una afirmación 
fundamental de inalienabilidad: “Todos los seres 
humanos nacen libres e iguales en dignidad y de-
rechos” (art.1).8 Cabe señalar que la palabra “na-
cen” fue utilizada intencionalmente para excluir 
al feto o cualquier aplicación de los derechos hu-
manos antes del nacimiento. También se propuso 
y rechazó una enmienda que hubiera eliminado 
la palabra “nacen” y que en parte buscaba prote-
ger el derecho a la vida desde el momento de la 
concepción.9 El representante de Francia explicó 
que la afirmación “Todos los seres humanos na-
cen libres e iguales…” significaba que el derecho 
a la libertad y la igualdad era “inherente desde 
el momento del nacimiento”(p.116).9 El artículo 
1 fue adoptado con esta formulación por 45 votos 
y nueve abstenciones.10 Es así que el feto carece 
de derechos bajo la Declaración Universal de De-
rechos Humanos. El deliberado uso de la fórmu-
la neutral en términos de género “toda persona” 
(p.233)11 utilizada posteriormente en la Declara-
ción para definir a los titulares de derechos, se 
refiere sólo a las personas a partir del nacimiento. 

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos 
De la misma manera, el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos (PIDCP)12 rechaza la 

propuesta de aplicación del derecho a la vida, 
protegido por el artículo 6(1), antes del naci-
miento. La historia de las negociaciones (travaux 
préparatoires) muestra que se propuso y rechazó 
una enmienda que establecía: “el derecho a la 
vida es inherente a la persona humana desde el 
momento de la concepción, derecho que debe ser 
protegido por la ley.”13,14 La Comisión votó fi-
nalmente por adoptar el artículo 6, que no hace 
referencia a la concepción, por 55 votos a favor, 
ninguno en contra y 17 abstenciones.15

Posteriormente, el Comité de Derechos Huma-
nos, que interpreta y monitorea el cumplimiento 
de los Estados partes del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, ha puesto énfasis re-
petidas veces en el hecho de que las restricciones 
al aborto ponen en riesgo la vida de la mujer al 
obligarla a recurrir a abortos inseguros. El Comi-
té ha hecho también un llamado reiterado a los 
Estados para que liberalicen las leyes que crimi-
nalizan el aborto,16–23* una posición que resulta-
ría problemática si la protección del derecho a la 
vida que otorga el Pacto se extendiera antes del 
nacimiento.24–28 En una interpretación autorizada 
del principio de igualdad protegido por el Pacto, 
el Comité también ha puesto énfasis en la obli-
gación de los Estados de erradicar la mortalidad 
materna derivada del aborto clandestino y ha re-
conocido que tales normas penales pueden violar 
el derecho la vida de las mujeres (párr.10).29

La Convención sobre los Derechos del Niño
De la misma manera, tanto las negociaciones 
(travaux préparatoires) como su interpretación 
por el órgano creado en virtud del tratado, dejan 
claro que la Convención sobre los Derechos del 
Niño (CDN)30 no reconoce el derecho a la vida 
sino hasta el momento del nacimiento. Se ha 
construido una argumentación contraria basada 
en una interpretación errónea del párrafo 9 de su 
Preámbulo, que establece lo siguiente: “Teniendo 
presente que, como se indica en la Declaración 
de los Derechos del Niño, ‘el niño, por su falta 

* Por ejemplo, los Comentarios Finales sobre Chile estipulan 
que: “La criminalización de todos los abortos,  sin excepción, 
genera serios problemas, especialmente a la luz de los innega-
bles informes en cuanto al hecho de que muchas mujeres se 
someten a abortos ilegales que ponen en riesgo su vida… El 
Comité recomienda una enmienda a la ley a fin de introducir 
excepciones a la prohibición general de todos los abortos…”.17
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de madurez física y mental, necesita protección y 
cuidado especiales, incluso la debida protección 
legal, tanto antes como después del nacimien-
to’” (Preámbulo, párr. 9).30 Lo anterior refleja, a 
lo sumo, el reconocimiento de la obligación del 
Estado de promover, a través de la nutrición, la 
salud y el apoyo a la mujer gestante, así como la 
capacidad del niño para sobrevivir y desarrollar-
se adecuadamente después del nacimiento.

Los travaux dejaron en claro que esta obliga-
ción no debe afectar la capacidad de la mujer 
para decidir no llevar a término un embarazo no 
deseado. En su borrador original, el Preámbulo 
no incluía la referencia de la protección “tanto 
antes como después del nacimiento,” aunque 
esta formulación había sido utilizada en la De-
claración de los Derechos del Niño. La Santa 
Sede lideró una propuesta para agregar esta fra-
se, al tiempo que “afirmaba que el propósito de 
la enmienda no era excluir la posibilidad de un 
aborto”.31 Aunque se aceptó la frase “tanto antes 
como después del nacimiento”, se reforzó su pro-
pósito restringido mediante la afirmación de que 
“el Grupo de Trabajo no buscaba predisponer la 
interpretación del artículo 1 o de cualquier otra 
disposición de la Convención por parte de los 
Estados Partes” (p.10, p.59, p.145).32–34* La refe-
rencia alude a la definición de “niño”. El artículo 
1 establece que: “Para los efectos de la presente 
Convención, se entiende por niño todo ser huma-
no menor de dieciocho años de edad…” lo que, de 
manera consistente con la Declaración Universal 
de Derechos Humanos, se refiere sólo a las perso-
nas a partir del nacimiento.

Asimismo, el Comité de los Derechos del Niño, 
órgano creado en virtud del tratado que inter-
preta y aplica la Convención de los Derechos del 
Niño, niega el derecho a la vida del feto. El Co-
mité ha expresado repetidas veces su preocupa-
ción por el acceso de las adolescentes a servicios 
de aborto seguro y la necesidad de que los Esta-
dos “brinden acceso a servicios de salud sexual 
y reproductiva, incluyendo… servicios de aborto 
seguro”.35 (énfasis nuestro) En sus Observacio-
nes Finales a los informes de varios Estados, el 
Comité también ha reconocido en el artículo 24 

que el aborto seguro forma parte del derecho de 
las adolescentes a una salud adecuada, señalan-
do que “las altas tasas de mortalidad materna, 
originadas en gran parte por la alta incidencia 
del aborto ilegal” afectan de manera significativa 
los inadecuados estándares de salud infantil a ni-
vel local.36–38 Asimismo, el Comité ha demandado 
explícitamente “una revisión de las [prácticas de 
los Estados]… bajo la actual legislación que au-
toriza el aborto terapéutico como un mecanismo 
de prevención del aborto ilegal y de mejora de la 
protección de la salud mental y física de las ni-
ñas”.37,38 Resulta claro que la definición de “niño” 
para efectos de la Convención no incluye al feto. 

Convención sobre la Eliminación de Todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer 
(CEDAW)
La Convención de la Mujer39 no protege explí-
citamente el derecho a la vida o el derecho al 
aborto. Sin embargo, su Preámbulo sí reafirma 
el reconocimiento de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos en cuanto a que “todos los 
seres humanos nacen libres e iguales en dignidad 
y derechos” y establece que “toda persona puede 
invocar todos los derechos y libertades procla-
mados en esa Declaración, sin distinción alguna 
y, por ende, sin distinción de sexo…”. La Conven-
ción también proporciona el fundamento gene-
ral de los derechos reproductivos en su artículo 
16(e), el cual garantiza a las mujeres “los mismos 
derechos para decidir libre y responsablemente el 
número y espaciamiento de sus hijos y de dispo-
ner de la información, la educación y los medios 
necesarios para ejercer estos derechos”.

Debido a la profunda interrelación entre el de-
recho a tomar decisiones sobre la salud reproduc-
tiva y el derecho mismo de las mujeres a la vida, 
el Comité de la CEDAW ha tenido con frecuencia 
la ocasión de abordar cuestiones vinculadas al 
aborto y a la condición de la vida del feto en 
el contexto de la igualdad de la mujer. Así, en 
su Recomendación General 21: La Igualdad en el 
Matrimonio, el Comité dejó claro que la igualdad 
de derechos en la reproducción no es consistente 
con el veto del esposo al aborto (párr.21):

“Las obligaciones de la mujer de tener hijos y 
criarlos afectan su derecho a la educación, al em-
pleo y a otras actividades referentes a su desarrollo 
personal, además de imponerle una carga de traba-

* Uno de los comentaristas explica que la inclusión de esta 
afirmación era en realidad innecesaria, pues la formulación en 
el Preámbulo no obliga legalmente a los Estados a proveer pro-
tección al no nacido, ni tampoco define el momento en que el 
feto se convierte en niño (p.146–47).34
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jo injusta. El número y espaciamiento de los hijos 
repercuten de forma análoga en su vida y también 
afectan su salud física y mental, así como la de sus 
hijos. Por estas razones, la mujer tiene derecho a 
decidir el número y el espaciamiento de los hijos 
que tiene.”40

En su Recomendación General 24: Salud,41 el 
Comité de la CEDAW reconoce la importancia 
del derecho a la salud de la mujer durante el 
embarazo y el parto como estrechamente vin-
culado a su derecho a la vida. El Comité explicó 
que la cobertura de servicios de salud reproduc-
tiva es un aspecto esencial para la igualdad de 
las mujeres, afirmando que “la negativa de un 
Estado Parte a prever la prestación de determi-
nados servicios de salud reproductiva a la mujer 
en condiciones legales resulta discriminatoria”. 
El Comité describe que son obstáculos para una 
adecuada atención médica las “leyes que pena-
lizan ciertas intervenciones médicas que afectan 
exclusivamente a la mujer y castigan a las mu-
jeres que se someten a dichas intervenciones” 
(párr.14), así como los altos costos, el requisito 
de la autorización del padre, el cónyuge o las 
autoridades sanitarias, y la falta de acceso por 
barreras de distancia o transporte. (párr.21)41  
Más aún, al considerar los informes de los Esta-
dos, el Comité ha expresado repetidas veces una 
gran preocupación por la mortalidad materna 
derivada del aborto inseguro, planteando que 
esta cuestión involucra el derecho de la mujer 
a la vida, y haciendo un llamado a los Estados 
para revisar las leyes que criminalizan el aborto 
y otras barreras que restringen el acceso a un 
aborto seguro. (p.145–46)42

Tratados regionales

El Convenio Europeo para la Protección de 
los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales 
Quienes redactaron la versión preliminar del 
Convenio Europeo para la Protección de los De-
rechos Humanos y de las Libertades Fundamen-
tales (CEDH)43 se basaron fundamentalmente en 
la Declaración Universal de Derechos Humanos y, 
según la historia, ni siquiera discutieron la cues-
tión del reconocimiento de los derechos humanos 
desde la concepción.44 Sus redactores basaron la 
protección del derecho de toda persona a la vida, 

establecido en el artículo 2, a través de una for-
mulación análoga presente en el artículo 3, que 
afirma la ‘”autoridad moral y el valor técnico” 
de la Declaración Universal.8,44 El Preámbulo del 
Convenio Europeo cita repetidamente la Decla-
ración Universal y declara que su propósito es 
“tomar las primeras medidas adecuadas para ase-
gurar la garantía colectiva de algunos de los de-
rechos enunciados en la Declaración Universal” 
(párr.6).43 En este sentido, resulta evidente que de 
manera similar, el término “toda persona”, utili-
zado a lo largo del texto del Convenio Europeo y 
en su artículo 2 para la protección del derecho a 
la vida, no se aplica antes del nacimiento.*

La jurisprudencia de larga data de la Comisión 
y del Tribunal Europeos de Derechos Humanos 
establece claramente que el feto no es un ser hu-
mano con “derecho a la vida” en los términos del 
artículo 2(1) y, más aún, que el garantizar dere-
chos humanos al feto generaría limitaciones des-
proporcionadas en los derechos de las mujeres.

En el caso Paton vs. Reino Unido45 (1980), in-
terpuesto por un cónyuge que intentaba evitar 
que su esposa se sometiera a un aborto, se re-
chazó explícitamente la afirmación de que el de-
recho a la vida del artículo 2 incluía al feto. La 
Comisión Europea sostuvo que la palabra “toda 
persona” del artículo 2, y el texto restante del 
Convenio, no incluía al feto. Más aún, recono-
ciendo que no podía separase al feto de la mujer 
gestante, la Comisión otorgó prioridad a los dere-
chos de la mujer bajo el artículo 2. (párrs.7–9):45

“La vida del feto está íntimamente conectada con, 
y no puede ser considerada aislada de, la vida de 
la gestante. Si el artículo 2 abarcara al feto y su 
protección bajo este artículo fuera, en ausencia de 
cualquier limitación expresa, vista como absoluta, 
el aborto debería ser considerado prohibido inclu-
so si la continuación de la gestación involucrara un 
serio riesgo para la vida de la gestante. Ello signifi-
caría que la vida del ‘nonato’ sería considerada de 
mayor valor que la vida de la gestante.” (párr.19)45

A Paton le siguieron R.H. vs. Noruega (1992)46 
y Boso vs. Italia (2002),47 casos similares plan-
teados por hombres que buscaban evitar que sus 

* Al parecer, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos des-
conocía esta historia de la Declaración Universal en Vo, cuan-
do afirmó que nadie conocía el significado de la frase “toda 
persona” (párr. 84).7
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esposas se sometieran a un aborto basados en 
el derecho a la vida del feto. Sin embargo, en 
ambos casos se respaldaron las leyes vigentes a 
favor del aborto. 
Recientemente, en Vo vs. Francia (2004),7 el Tri-
bunal rechazó nuevamente extender el derecho a 
la vida al feto. La mujer demandante en este caso 
quiso llevar a término su gestación, pero tuvo 
que ser sometida a un aborto terapéutico debido 
a una negligencia médica. Su caso fue represen-
tado por abogados anti-aborto que alegaron que 
la negligencia del médico que originó la necesi-
dad de practicar un aborto violaba el derecho a 
la vida del feto bajo el artículo 2 del Convenio. 
De acuerdo con la demandante, el médico debía 
ser procesado por homicidio involuntario y no 
bajo los cargos de mala práctica o violación de 
la regulación según lo estipulado por la legisla-
ción francesa (párrs.50,89,92,93).7 Nuevamente, 
el Tribunal afirmó que el “nonato no es consi-
derado una ‘persona’ bajo protección directa del 
artículo 2 de la Convenio, y si en todo caso el 
nonato tiene un ‘derecho’ a la vida, éste se ve 
limitado implícitamente por los derechos e inte-
reses de la madre” (párr. 80).7 Al señalar que “no 
existe un consenso europeo sobre la definición 
científica y legal del momento en que se inicia la 
vida”(párr.84),7 el Tribunal rechazó tratar al feto 
como una “persona” así como la exigencia de 
iniciar un proceso por homicidio incluso si, como 
en este caso, no existía un conflicto con los dere-
chos de la mujer (párrs.89,92,93).7 Esta decisión 
otorga protección a todas las leyes a favor del 
aborto, así como a los médicos y prestadores de 
servicios de salud frente al impedimento de prac-
ticar un aborto por temor a una sanción. Como 
tal, Vo también protege el acceso de las mujeres 
a los servicios de salud reproductiva, incluido el 
aborto, así como a una amplia gama de servicios 
obstétricos.  

De esta manera, la Comisión y el Tribunal Euro-
peos han reafirmado repetidas veces en los casos 
presentados que el Convenio protege el derecho 
fundamental de las mujeres a un aborto seguro. 
Aunque la jurisprudencia europea reconoce cier-
ta discrecionalidad a los Estados para lograr un 
balance entre la protección de la vida fetal y los 
derechos humanos de las mujeres, ésta nunca ha 
invalidado una ley a favor del aborto ni ha plan-
teado (ni se le ha solicitado que lo haga) en qué 
medida es necesario que se legalice el aborto bajo 
la legislación europea.

Los acuerdos interamericanos sobre 
derechos humanos 
El primer párrafo del Preámbulo de la Declara-
ción Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre contiene la misma formulación de la 
Declaración Universal de Derechos Humanos en 
cuanto a la premisa de los derechos humanos a 
partir del nacimiento, y afirma que: “Todos los 
hombres nacen libres e iguales en dignidad y de-
rechos” (Preámbulo, párr.1).48* De manera simi-
lar, la jurisprudencia del sistema interamericano 
rechaza la reivindicación del reconocimiento del 
derecho a la vida del feto. En particular, el artícu-
lo 4 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, que protege el derecho a la vida “en 
general, desde el momento de la concepción”49 
(énfasis nuestro), no ha sido interpretado por la 
Comisión Interamericana en el sentido de otor-
gar al feto un derecho equivalente a la vida o de 
invalidar las leyes a favor del aborto.50 Cuestio-
nando el rechazo de una corte estatal en Estados 
Unidos para condenar por asesinato a un médico 
que había realizado un aborto tardío, los defen-
sores de la ley anti-aborto en los Estados Unidos 
presentaron el caso amparándose en la Declara-
ción Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre, que protege el derecho a la vida sin 
hacer referencia al “momento de la concepción” 
(cap.1, art.1).48 La Comisión rechazó la denuncia 
de los peticionarios al amparo de la Declaración 
(párr.18);50 asimismo, interpretó el artículo 4 de 
la Convención Americana,49 a la luz de la historia 
de su formulación, para excluir el derecho a la 
vida del feto, afirmando que:

“La adición de la frase ‘en general, desde el mo-
mento de la concepción’ no significa que quienes 
formularon la Convención tuviesen la intención 
de modificar el concepto de derecho a la vida… 
cuando aprobaron la Declaración Americana. Las 
implicaciones jurídicas de la cláusula ‘en general, 
desde el momento de la concepción’ son substan-
cialmente diferentes de las de la cláusula más corta 
‘desde el momento de la concepción’ tal como apa-

* Queremos señalar, sin embargo, que el uso de términos 
androcéntricos en el título y terminología de la Declaración 
Americana contrasta con el uso del término deliberadamente 
neutro “persona” en la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, un recordatorio desafortunado del pasado de dis-
criminación. 
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rece repetida muchas veces en los informes de los 
peticionarios.” (párr.30)50  

Carta Africana de Derechos Humanos y de los 
Pueblos 
Dentro de la Unión Africana existe una protec-
ción explícita y amplia al derecho al aborto. El 
11 de julio de 2003, la Unión Africana adoptó el 
Protocolo sobre los Derechos de la Mujer en Áfri-
ca51 como complemento a la Carta Africana de 
Derechos Humanos y de los Pueblos de 1981.52 El 
Protocolo, que entrará en vigencia una vez que 
sea ratificado por 15 Estados africanos, represen-
ta la primera vez que un instrumento interna-
cional de derechos humanos reconoce explícita-
mente el derecho al aborto. Reconoce el deber del 
Estado de tomar “todas las medidas apropiadas… 
para proteger los derechos reproductivos de las 
mujeres autorizando el aborto médico en los ca-
sos de agresión sexual, violación, incesto, y en 
aquéllos en los que la continuación del embara-
zo pone en riesgo la salud mental y física de la 
madre o la vida de la madre o el feto” (art.14[2]
[c]).51,53

Al mismo tiempo, la Carta Africana sobre los 
Derechos y el Bienestar del Niño de 1999 esta-
blece en el artículo 5(1) que: “Todo niño tiene un 
derecho inherente a la vida. Este derecho deberá 
ser protegido por ley.”54 Si se leen conjuntamen-
te, los dos instrumentos ponen en claro que el 
derecho a la vida al que se refiere la Carta Africa-
na no pretende ser aplicado antes del nacimiento 
ni proteger al feto en los casos en que ello pue-
de entrar en contradicción con el derecho de las 
mujeres al aborto. 

Conclusión
El argumento contra el reconocimiento de los 
derechos antes del nacimiento tiene varios fun-
damentos prácticos y teóricos. La imposibilidad, 
desde el punto de vista científico o médico, de 
establecer el momento en el que se produce la 
concepción o el inicio de la vida humana, y la 
diversidad de opiniones filosóficas y religiosas en 
todo el mundo y al interior de los países consti-
tuía, en el pasado, una base suficiente para re-
chazar la reivindicación de los derechos fetales, 
y estos factores se mantienen en la actualidad. 

En décadas recientes, sin embargo, el recha-
zo a las reivindicaciones de los “derechos feta-

les” ha tenido cada vez un mayor fundamento, 
y más significativamente, en términos de su in-
compatibilidad con los derechos humanos de las 
mujeres.* Lo contrario, reduciría a las mujeres a 
un recipiente –aún si se tratase de un recipiente 
humano- privado de integridad corporal, del de-
recho a la sexualidad y del derecho a la vida, no 
sólo en el sentido físico puesto de manifiesto en 
la mortalidad materna vinculada al aborto, sino 
también como seres con sensibilidad, sentimien-
tos y racionalidad con el derecho de determinar 
su propia vida, resistirse a la imposición de otros, 
gozar de respeto como personas plenas, tener la 
posibilidad de elegir no ser madres, y asumir la 
enorme responsabilidad de la gestación y mater-
nidad, no por fuerza o coerción, sino de manera 
voluntaria – por propia voluntad y como un don.

La insistencia de las mujeres en torno a la ma-
ternidad voluntaria, de larga data y constante re-
construcción, escrita en gran medida con la pro-
pia sangre, constituye en su propio fundamento 
una demanda por un mínimo control sobre su 
destino como seres humanos así como un recha-
zo a someterse a otros, sea a quienes defienden 
o exigen el cumplimiento de una obligación pa-
triarcal o a su subordinado, el feto. Es por esta 
razón que la afirmación negligente, a primera 
vista lógica, que considera que la persona del 
feto eliminaría el derecho de la mujer al aborto, 
es equivocada (párr.19)45 (Pt. IX-A).62 Ninguna 
persona plenamente desarrollada tiene el derecho 
de subordinar a otra en la forma que la gestación 
no deseada subordina a una mujer. Tampoco se 
exige a una persona plenamente desarrollada que 
ponga en riesgo su salud o su vida o incluso una 
comodidad significativa para salvar a otra per-
sona, incluso a su propio hijo. El imponer a una 
persona desarrollada este tipo de subordinación 
y riesgo por una vida humana potencial es, en 
contraste, tanto absurdo como cruelmente injus-
to. La gestación es la forma más íntima y conti-

* Aunque está fuera del alcance de este artículo, debe señalarse 
también que las cortes nacionales rechazan de manera crecien-
te la demanda de los “derechos fetales” frente a las leyes a 
favor del aborto.55–64 Aunque la Corte Penal de Alemania ori-
ginalmente dictaminó que el aborto debía mantenerse técnica-
mente como ilegal, también especificó que no debía procesarse 
a una mujer que elige el aborto luego de recibir consejería. La 
enmienda de 1995 permite el aborto en las primeras 12 sema-
nas de gestación después de recibir consejería o en los casos en 
que la gestación es resultado de un delito tal como violación, y 
en cualquier momento en caso de una emergencia médica.65,66

R Copelon et al / Reproductive Health Matters 2005;13(26):120–129



119

nua de trabajo y auxilio, y como toda forma de 
trabajo y auxilio, debe ser voluntaria. El aborto 
es, así, por razones teóricas y prácticas, indispen-
sable para la igualdad, dignidad y derechos de 
las mujeres como seres humanos (p.1021–24).67–71

A pesar de la oposición vociferante de las dele-
gaciones con una motivación religiosa en el pro-
ceso ante las Naciones Unidas, las cuales niegan 
también el derecho de las mujeres a la igualdad, 
existe también un reconocimiento creciente del 
derecho de las mujeres a decidir cuándo tener un 
hijo como un derecho fundamental. El derecho a 
la maternidad voluntaria y, por lo tanto, a decidir 
sobre el aborto, forma parte integral de una am-
plia gama de derechos humanos fundamentales 
–específicamente, el derecho de las mujeres a la 
igualdad, la vida, la salud, la seguridad perso-
nal, la vida privada y la familia, la libertad de 
credo, conciencia y opinión, y a estar libres de 
esclavitud, tortura y tratos crueles, inhumanos o 
degradantes –todos los cuales tienen precedencia 
sobre la demanda de protección del feto. Al exa-
minar las consecuencias de las leyes restrictivas 
del aborto a través del lente de sus respectivas 
convenciones, los órganos creados en virtud de 
los tratados, responsables de supervisar la imple-
mentación de los derechos civiles y políticos, la 
protección contra la tortura y los tratos crueles, 
el tratamiento o castigo inhumano o degradante, 
los derechos económicos y sociales, los derechos 
de las mujeres y los derechos de los niños, han 
reconocido el impacto negativo de las leyes res-

* El trabajo de los órganos de tratados de las Naciones Unidas 
puede ser consultado temáticamente en <www.bayefsky.com> 
y actualizado mediante la referencia a los órganos de tratados 
en el sitio web de las Naciones Unidas <www.un.org>.

trictivas del aborto sobre los derechos humanos 
y han condenado las prácticas restrictivas o pu-
nitivas. La discusión de este proceso, así como de 
otros documentos que reflejan la aceptación de 
los derechos reproductivos, incluyendo el aborto, 
está más allá del alcance de este artículo, pero 
existen excelentes fuentes disponibles.42*

La tendencia mundial en las últimas décadas ha 
sido avanzar hacia la liberalización de las leyes 
restrictivas. Algunos Estados han seguido las reco-
mendaciones de los órganos creados en virtud de 
los tratados mientras que, en otros casos, los de-
fensores de los derechos reproductivos se han visto 
fortalecidos en sus esfuerzos por asegurar el acceso 
al aborto seguro y legal gracias el reconocimien-
to internacional. Al mismo tiempo, el creciente 
poder del extremismo religioso en muchas partes 
del mundo, especialmente en los Estados Unidos, 
incrementa el riesgo para los derechos reproducti-
vos. Es probable que los esfuerzos por anular las 
leyes favorables al aborto, como la ley promulgada 
en Eslovaquia, se multipliquen. En este conflicto, 
resulta pertinente afirmar que, desde su origen y 
como temática en el derecho internacional, los de-
rechos humanos comienzan con el nacimiento. 
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